




El Gobierno Nacional considera que la violencia física, 
psicológica y sexual contra niños, niñas, adolescentes 
y mujeres es un problema, sobre todo, de salud públi-

ca y de seguridad ciudadana. Las estadísticas de la violencia 
contra estos grupos humanos muestran que la situación en el 
Ecuador es compleja y grave: 8 de cada 10 mujeres han sido 
víctimas de violencia alguna vez en su vida, mientras que un 
21% de niños, niñas y adolescentes ha sufrido abuso sexual.  

La violencia de género contra niños, niñas, adolescentes y mu-
jeres está naturalizada en la sociedad ecuatoriana. Todavía es 
socialmente aceptada y permitida, y no es entendida como un 
problema que pone en riesgo la vida de un importante porcen-
taje de la población. 

Según datos de la Organización Mundial de la Salud
(OMS) 2007, “la violencia ejercida contra las mujeres

es la principal causa de muerte para mujeres entre 15
y 44 años, superando a las muertes por cáncer, los

accidentes de tránsito y la malaria”.  



- La violencia de género es un problema de violación a los 
derechos humanos, pues afecta el derecho a la integridad 
física, psicológica y sexual de mujeres, niñas, niños y adoles-
centes e interrumpe su desarrollo integral en lo cognoscitivo, 
físico, emocional y psicológico. Además, pone en riesgo la 
vida, pues muchas mujeres terminan asesinadas luego de 
vivir años de violencia. Otras mujeres, niñas, niños y adoles-
centes, en cambio, atentan contra su propia vida.

- La violencia de género también es un problema de salud 
pública, no solo porque afecta la salud física y emocional, sino 
porque además tiene alto impacto en los costos de atención 
médica de quienes son víctimas y testigos de esta violencia.

- La violencia afecta la producción y el desarrollo de país, 
pues limita la participación de las mujeres a nivel comunitario 
y político. Muchas mujeres no pueden participar o trabajar 
fuera del hogar porque viven amenazadas y temen la reac-
ción violenta de sus parejas, su vida cotidiana se ve afectada 
y en varias ocasiones se les dificulta atender adecuadamente 
las necesidades de sus hijos(as). 

Se estima que un gran porcentaje de problemas laborales, 
como baja productividad, ausentismo, además de la deser-
ción escolar se deben a la existencia de situaciones de vio-
lencia al interior de la familia.

- Es un problema de seguridad ciudadana, pues afecta a 
más de la mitad de la población, no obstante, los hechos de 
violencia ocurren casi siempre en el lugar donde se supone 
es el más seguro para una persona: su hogar, y es cometido 
por quien dice amarla. 

Las situaciones de violencia que viven chicos y chicas al ser 
víctimas directas de sus padres, madres o padrastros, y que 
experimentan niños(as) y adolescentes al ser testigos de 
violencia casi siempre de padres y/o padrastros contra sus 
madres, parece ser determinante para la expulsión de estos 
niños y adolescentes a las calles como un lugar para vivir, así 
como para su vinculación a grupos, muchos de los cuales 
adquieren prácticas violentas y/o irregulares. 

Además, hay una incidencia de delitos sexuales y de la inte-
gridad física de las cuales son víctimas las niñas/adolescen-
tes por el hecho de ser mujeres.

El 64% de casos de mujeres muertas, 
publicados en

los periódicos del país durante el 2009, 
fueron por violencia

machista. 
(Fuente: Investigación J. Pontón)) 



Políticas asumidas desde el Estado

Para asumir la obligación del Estado de garantizar una vida 
libre de violencia y erradicar esta vulneración extrema de 
derechos que afecta la vida de mujeres, niños, niñas y 

adolescentes, el Presidente de la República firmó el Decreto 
620 el 10 de septiembre del 2007, que dispone la construcción 
del Plan Nacional para la Erradicación de la violencia de género 
contra niñas, niños, adolescentes y mujeres. 

Tiene un plan de acción independiente que involucra a las si-
guientes instituciones gubernamentales encargadas del área 
social y de justicia: Ministerio de Gobierno y Policía (donde resi-
de la coordinación del Plan), Ministerios de Justicia y Derechos 
Humanos, de Salud, de Educación, y de Inclusión Económica y 
Social; Consejo de la Niñez y Adolescencia y Consejo Nacional 
de las Mujeres, ahora en transición a Consejo Nacional de las 
Mujeres y la Igualdad de Género. Este Plan sirve de paraguas 
de otros planes nacionales que fortalecen esta política y que 
facilita la coordinación con el Ministerio Fiscal y el Consejo de 
la Judicatura. 

Es la primera vez en la historia ecuatoriana que un gobierno 
asume esta problemática como política de Estado, desde un 
enfoque intersectorial y multidisciplinario, siendo la única políti-
ca universal de protección para las mujeres. 

El Plan Nacional para la erradicación de la violencia de género 
fue el resultado de una evaluación nacional del cumplimiento 
del Estado en este tema, apoyado por organismos internacio-
nales y organizaciones no gubernamentales. Las recomenda-
ciones sirvieron de base para construir las cinco líneas estraté-
gicas de acción:

- Transformación de patrones socioculturales.

- Construcción y fortalecimiento del Sistema de  
Protección Integral.

- Construcción e implementación del Sistema 
  Único de Registro.

- Acceso a la justicia.

- Institucionalidad.

13.800 denuncias de amenaza y/o violación de derechos
en contra de niños, niñas y adolescentes fueron conocidas
por las Juntas Cantonales de Protección de
Derechos en 41 cantones del 2007 al 2009 (Fuente:
Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia - consolidación
de datos). 



Un 21% de niños, niñas y 
adolescentes de Ecuador ha sufrido 
alguna vez abuso sexual. (Fuente: 
MIES - INFA, octubre 2009)



sistemas (salud, justicia, educación), y que paralelamente 
aporte al funcionamiento de un sólo sistema. La propuesta 
es superar la debilidad por la no existencia de datos y/o por 
la dispersión de lo poco que existe, y la necesidad de cons-
truir un sólo sistema de registro de violencia (física, sexual, 
psicológica, trata, explotación, etc.) en el país. 

Es necesario contar con un sistema que produzca datos con-
fiables sobre casos de violencia intrafamiliar y sexual que le 
sirva al Estado para tomar decisiones, elaborar e implemen-
tar políticas generales y sectoriales adecuadas y oportunas. 

4. El eje acceso a la justicia pretende reducir la impunidad 
garantizando a las víctimas de la violencia de género el ac-
ceso a una justicia con gratuidad, celeridad e inmediación; 
procesos de investigación no revictimizantes; y la sanción 
de los delitos, garantizando que la administración de justicia 
incorpore en su quehacer la comprensión fundamental del 
derecho a una vida libre de violencia. 

Busca promover el fortalecimiento de la administración de 
justicia y su acceso por parte de las víctimas de la violen-
cia de género en sus distintas manifestaciones, creando 
asignaciones presupuestarias y condiciones institucionales 
adecuadas y favorables a la justiciabilidad y judicialización 
de casos. 

 

5. El último eje busca la consolidación y sostenibilidad de una 
institucionalidad activa y suficiente para el ejercicio de de-
rechos en el marco de la nueva Constitución ecuatoriana. 
Sus componentes: asignación presupuestaria, coordinación 
intersectorial y territorialización, busca desconcentrar, pro-
mover la descentralización y articular acciones del Estado 
a todo nivel, construir indicadores de gestión, monitoreo y 
evaluación. Un trabajo coordinado entre instituciones, ins-
tancias, sectores y regiones del país.

1. El eje de transformación de patrones socio culturales 
apunta a transformar el imaginario social y las prácticas que 
naturalizan la violencia de género contra niñas, niños, ado-
lescentes y mujeres. La finalidad de este eje es desnaturali-
zar la violencia a partir de la reconstrucción social de lo que 
es ser hombre y mujer y de las relaciones que a partir de esto 
se construyen. Desnaturalizar la violencia significa poner en 
marcha procesos educativos permanentes, comunicaciona-
les, promover cambios en las concepciones y prácticas de 
hombres y mujeres de todas las edades; y lograr relaciones 
de respeto mutuo y de reconocimiento de los derechos hu-
manos, en especial, del derecho a una vida libre de violencia.

2. El sistema de protección integral apunta a garantizar la 
protección y restitución de derechos de las víctimas de vio-
lencia de género, asegurando el funcionamiento en red de la 
institucionalidad y las competencias que lo sustentan, esto 
es, de los servicios articulados de salud, educación y pro-
tección y presupuestos estables, permanentes y oportunos. 
Desde el Plan Nacional se garantizará el desarrollo de me-
todologías y enfoques integrales a partir de las experiencias 
desarrolladas.

Las personas víctimas de violencia y sus familiares tienen 
derecho a que se las atienda y proteja de manera integral y 
coordinada, en las instituciones públicas y privadas, como 
comisarías de la mujer y la familia, comisarías nacionales, 
tenencias políticas, fiscalías, defensorías del pueblo, juntas 
cantonales de protección de niñez y adolescencia, centros 
de salud y hospitales, escuelas y colegios, casas de acogida 
o de refugio y centros de atención especializada. 

3. El sistema de registro está encaminado a la construcción 
de un sistema único de registro de casos de violencia, que 
supere el subregistro y la invisibilización de la problemática, 
que avance progresivamente a la construcción de bases por 



- Están remodeladas y equipadas 18 Comisarías de la Mujer y 
la Familia con recursos del Plan de Seguridad Ciudadana; y 
se están creando más departamentos de violencia intrafami-
liar de la Policía Nacional en cada cabecera provincial del país 
como política institucional.

- Se han conformado 46 juntas cantonales de Protección Inte-
gral de Derechos de niños, niñas y adolescentes que emiten 
medidas de protección y restitución en el cantón.

- Se implementaron salas de Primera Acogida para brindar 
atención especializada a las víctimas de violencia sexual en 
Guayaquil (Hospital Abel Gilbert), Quito (Hospital Enrique Gar-
cés) y Machala (Hospital Teófilo Dávila). 

- Se han fortalecido capacidades de los equipos técnicos de 
30 organizaciones no gubernamentales que vienen trabajan-
do por más de 10 años, brindando atención especializada a 
víctimas de violencia. 

- Se firmaron convenios y destinaron recursos para garanti-
zar la atención gratuita e interdisciplinaria en 12 centros de 
atención integral (Guayaquil,  Esmeraldas, Portoviejo, Sucre, 
Cuenca, Gualaceo, Santa Cruz y Loja), 44 centros de protec-
ción de derechos, 4 Casas de Acogida para mujeres y sus 
hijas(os) (Guayaquil, Cuenca, Quito, Lago Agrio y Coca) y 3 
Casas de Acogida para niñas, niños y adolescentes víctimas 
de explotación y violencia sexual.

- Se firmó el Acuerdo Ministerial 062 que institucionaliza el Plan Na-
cional de erradicación de delitos sexuales en el sistema educativo.

- Se crearon la agenda nacional y 78 agendas cantonales de 
niñez y adolescencia que consideran acciones para enfrentar 
la violencia en cada cantón.

LOS AVANCES ENTRE 2007-2010:
- Se inaugurarán áreas de atención integral y especializada 

para violencia de género dentro de los Centros Unificados de 
Atención Ciudadana, para brindar una mejor atención a los y 
las usuarias (Chone y Durán en el 2009-2010).

- Se ha puesto en marcha la campaña masiva de comunica-
ción “Reacciona Ecuador, el machismo es violencia”, dirigida 
a la sociedad ecuatoriana para prevenir la violencia contra las 
mujeres.  La campaña masiva ha producido 14 spots de TV, 
cuñas radiales, vallas publicitarias y actividades educomuni-
cacionales en escuelas y colegios de 24 provincias del país.

  Procesos de sensibilización y capacitación:
 
- Al personal de las áreas de Emergencia de 11 hospitales de 

las seis provincias de la región del Litoral para brindar atención 
de calidad y protección inmediata a las víctimas de violencia, y 
para personal de salud en buen trato y atención integral.

- A miembros de la Policía Nacional y Judicial, jueces, fiscales, 
comisarías de la Mujer, comisarios(as) nacionales, tenencias 
políticas, para mejorar el trato y atención a personas víctimas 
de violencia.

- A miembros de los consejos cantonales de la Niñez y Ado-
lescencia y de juntas cantonales de Protección de Derechos 
para fortalecer capacidades en la garantía de derechos de la 
niñez y adolescencia.

- A través de su Programa Nacional de Educación de la Sexua-
lidad y el Amor (PRONESA), el Ministerio de Educación ha 
capacitado a 32.439 maestras y maestros de educación bá-
sica y bachillerato de 15 provincias sobre la prevención de la 
violencia de género.



- Fortalecimiento a coordinadores(as) del Programa Nacional 
de Educación de la Sexualidad y el Amor (PRONESA) pro-
vinciales, para operativizar los procedimientos y mecanismos 
para el tratamiento de casos de delitos sexuales y de género 
en el ámbito educativo. 

- 279 defensorías comunitarias fueron capacitadas en protec-
ción integral y buen trato para mejorar sus acciones de pro-
moción, denuncia y vigilancia para proteger a los niños, niñas 
y adolescentes en su comunidad.

El Plan cuenta, además, con los siguientes 
productos que contribuirán a una mejor aten-
ción e intervención:

- Elaboración e implementación de normas y protocolos para 
atención integral a víctimas de violencia de género, intrafamiliar 
y sexual en la red de servicios del Ministerio de Salud Pública. 
En el 2009 se ha capacitado a 700 operadores(as) de salud en 
estas normas y protocolos en al menos 18 provincias.

- Diseño de malla curricular en género, justicia y derechos hu-
manos para diplomado, bajo responsabilidad del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos.

- Módulos de derechos humanos para jueces, juezas y Policía 
Nacional.

- Guía para funcionarios(as) públicos sobre el enfoque de gé-
nero en el lenguaje elaborado por el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos.

- Revisión del manual de derechos humanos de la Policía, pro-
tocolos y procedimientos policiales, así como los reglamen-
tos internos de Fuerzas Armadas y la Ley de Coordinación 
Indígena y Ordinaria.

- Módulo de prevención de violencia de género (violencia intrafami-
liar, violencia sexual) para capacitación a policías comunitarios.

- Códigos de Convivencia elaborados para establecimientos 
educativos de 17 provincias y 20 experiencias piloto, para 
cambiar las relaciones de los adultos hacia los niños, niñas y 
adolescentes.

- Elaboración e implementación del Protocolo Policial para la 
atención a victimas de violencia intrafamiliar.

- Elaboración y validación de un módulo destinado al fortale-
cimiento de las capacidades de maestros y maestras para 
primer abordaje a víctimas de violencia sexual en el ámbito 
educativo.



LOS DESAFÍOS

La implementación del PLAN garantizará a las mujeres, niños, niñas y adolescentes 
seguridad, paz, bienestar, tranquilidad, desarrollar sus proyectos de vida, vivir en mejores 
condiciones y con alegría, y al país mejores posibilidades de desarrollo social y económico, 
promoviendo el ejercicio de una verdadera democracia y ciudadanía plena.

1. Fortalecer el sistema de protección y restitución de 
derechos con énfasis en la prevención.

2. Conformar juntas cantonales de protección de 
derechos en todos los cantones del país, para ga-
rantizar medidas de protección integral frente a los 
derechos amenazados o vulnerados de niños, niñas 
y adolescentes.

3. Fortalecer la competencia de vigilancia de los Conce-
jos Cantonales de Niñez y Adolescencia en el marco 
de políticas públicas locales contra la violencia de niñas, 
niños, adolescentes y mujeres.  

4. Asegurar presupuestos en los distintos ministerios que 
tienen responsabilidad frente a la problemática, garan-
tizando su permanencia a través de partidas de gasto 
corriente y en los municipios en el nivel local.

5. Reformas legales para garantizar procesos de no re-
victimización y de restitución de derechos (Reformas 
Ley 103, Código Procedimiento Penal y Código Penal), 
y Ley de protección a víctimas y testigos.

6. Incorporar en la malla curricular educativa la formación 
en derechos y  equidad de género.

7. Elaborar protocolos de atención para víctimas de vio-
lencia contra las mujeres para uso de las comisarías, 
fiscalías, policía y demás dependencias judiciales, en el 
idioma oficial y los de los pueblos indígenas.

8. Establecer medidas de protección eficaces para las 
denunciantes de  violencia contra las mujeres, sus fami-
lias y testigos.

9. Efectuar programas de reeducación para hombres 
agresores.  

10. Mejorar el sistema de información y estadísticas, 
debiendo realizarse la recopilación estadística desde los 
niveles primarios hasta llegar a un acopio centralizado 
de datos, que permita obtener información de carácter 
nacional, y desagregada especialmente por sexo, edad, 
etnia, ruralidad y urbanidad.



Más de 249.645 denuncias de violencia intrafamiliar se
presentaron los últimos años en las comisarías de la
mujer y la familia en el Ecuador (Fuente: Dinage-Ministerio de Gobierno, 
2006 - Septiembre 2009).




